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PROVINCIA DE BUENOS AIRES 
PROCURACIÓN GENERAL DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

Suprema Corte de Justicia: 

P-128910-1

"M. C., L. 

Recurso de Queja" 

I. El Titular del Juzgado en lo Correccional nro. 3

del Departamento Judicial Junín declaró inadmisible formalmente la 

suspensión del juicio a prueba peticionada por el imputado L. M. C.              

y su defensa, por considerar razonables y atendibles los fundamentos 

esgrimidos por la representante del Ministerio Público Fiscal al oponerse a su 

concesión (ver fojas 4/6). 

Apelada esa decisión por la defensa, la Cámara de 

Apelación y Garantías en lo Penal del mencionado distrito judicial hizo lugar 

al recurso de apelación deducido y dispuso la devolución de las actuaciones 

para que se dicte un nuevo pronunciamiento (ver fojas 7 /8) . 

Esta decisión fue impugnada por el Fiscal General 

departamental, remedio que fue rechazado por la Sala Primera del Tribunal de 

Casación Penal (ver fojas 35/38). 

Frente a esta última resolución, el Fiscal ante el 

órgano intermedio presentó recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley, el 

que fuera declarado admisible por el tribunal a quo (ver fojas 48/56 y 70/73). 

II. Denuncia el Fiscal de Casación en su

presentación la violación del artículo 7 inc. "f' de la Convención 
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Interamericana para prevemr, sanc10nar y erradicar la violencia contra las 

mujeres (Convención de Belem do Pará). Asimismo, afirma la existencia de 

arbitrariedad por fundamentación aparente, apartamiento de la doctrina legal 

aplicable e inobservancia de lo resuelto por la Corte Federal en el caso 

"Góngora". 

Dando contenido a su reclamo, refiere que el 

pronunciamiento atacado resulta contrario a normas constitucionales y 

convencionales, desconociendo arbitraria e injustificadamente la doctrina 

legal aplicable a los casos en los que se ventile la posibilidad de otorgar la 

suspensión del proceso a prueba a imputados por delitos que involucren 

violencia contra las mujeres. 

Destaca que en el precedente "Góngora" el Máximo 

Tribunal de la Nación estableció que no resultaba posible la aplicación del 

instituto mencionado respecto de imputados por delitos que involucren 

violencia contra las mujeres, declarando que en esos casos el art. 76 bis CP 

resulta contrario a las obligaciones internacionales asumidas por el Estado 

argentino. 

Agrega que, en el caso, no resulta irrelevante que el 

delito de desobediencia imputado a M. C. se refiera al                             

incumplimiento de una medida de protección dictada en el marco de la ley de 

provincial de violencia familiar y trascienda a la misma e ingrese en lo que se 

conoce  como  violencia  de  género  y,  por  ende,  se  encuentra enmarcado en  el 

• 

• 

2 











• 

• 

PROVINCIA DE BUENOS AIRES 
PROCURACIÓN GENERAL DE LA 
SUPREMA (ORTE DE JUSTICIA P-128910-1

suspensión del juicio a prueba (ver Diario de Sesiones, Cámara de Diputados 

de la Nación, 8" reunión, del 16 de junio de 1993, Inserción solicitada por el 

señor Diputado Sodero Nievas ya citada, pág. 1448)." 

Asimismo, expresó que: "En los delitos de acción 

pública el recaudo en cuestión tiene su razón de ser; por más que deban ser 

los jueces quienes decidan otorgar o no el beneficio, sin que quepa privilegiar 

la decisión de las partes por sobre la de los tribunales. // Pero la atribución 

de controlar la motivación y la razonabilidad de la opinión del representante 

del Ministerio Público Fiscal no autoriza al juez a sustituirla por la suya, tal 

como ocurrió en el sub lite al omitir analizar y demostrar que la oposición en 

el caso hubiese sido irrazonable o infundada." (conf. doctrina en P. 125430, 

cit.). 

En el presente caso, tal como lo destaca el 

recurrente, la Agente Fiscal interviniente puso de resalto la razonabilidad de 

su disconformidad con la suspensión del juicio a prueba respecto de M.         

C., invocando expresas razones de política criminal vinculadas con               

que el hecho atribuido debía enmarcarse dentro de los parámetros de la 

violencia de género, vinculándola adecuadamente con el encuadre legal dado a 

ese evento y con los términos de la Convención de Belem do Pará antes   

citada. 

De ese modo, estimo que el Tribunal de Casación 

dispuso  dar  andamiento   a  la  suspensión  del   juicio  sin   demostrar  que  la  
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